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CADUCIDAD DE LA ACCION - Noción. Definición. Concepto / CADUCIDAD DE LA ACCION - Principio de preclusión y de seguridad jurídica. Fundamento / CADUCIDAD DE LA ACCION - Carga legal de los asociados del conglomerado social

La caducidad es la sanción consagrada en la ley por el no ejercicio oportuno del derecho de acción, en tanto al exceder los plazos preclusivos para acudir a la jurisdicción, se ve limitado el derecho que asiste a toda persona de solicitar que sea definido un conflicto por el aparato jurisdiccional del poder público. Es decir, las normas de caducidad tienen fundamento en el principio de preclusión que rige todo proceso judicial, en la medida en que el acceder a la jurisdicción encuentra un límite temporal, frente a las situaciones particulares consagradas en la norma que determina ese lapso, es decir, se establece una oportunidad, para que en uso de ella, se promuevan litigios, so pena de fenecer la misma y con ella la posibilidad de tramitar una demanda judicial y llevarla a buen término. Asimismo, se fundamenta en la seguridad jurídica que debe imperar en todo ordenamiento, en el sentido de impedir que situaciones permanezcan en el tiempo, sin que sean definidas judicialmente, tornándose en ininterrumpidas. En otros términos, el legislador establece unos plazos razonables para que las personas, en ejercicio de un medio de control y, con el fin de satisfacer una pretensión específica, acudan a la organización jurisdiccional del estado, a efectos de que el respectivo litigio o controversia sea resuelto con carácter definitivo por un juez de la república con competencia para ello. Así las cosas, es la propia ley la que asigna una carga a los asociados del conglomerado social para que, ante la materialización de un determinado hecho, actúen con diligencia en cuanto a la reclamación efectiva de los derechos reconocidos sustancialmente por las disposiciones jurídicas que de dichos supuestos fácticos se desprenden, sin que las partes puedan convenir en su desconocimiento, modificación o alteración.

CADUCIDAD DE LA ACCION - Término. Computo / CADUCIDAD DE LA ACCION - Se inicia desde el momento en que el daño se concreta por completo / SUSPENSION DE LA CADUCIDAD DE LA ACCION - Excepción. Presentación de la solicitud de conciliación judicial

En relación con la caducidad de la acción de reparación directa, el literal i del numeral 2 del artículo 164 del C.P.A.C.A. establece (...) que el término de caducidad de la acción de reparación directa debe contarse a partir del día siguiente a la fecha en que tuvo ocurrencia el hecho, la omisión o la operación administrativa fuente o causa del perjuicio. Si bien, es posible que, en específicas ocasiones, el daño se prolongue en el tiempo, con posterioridad al momento de acaecimiento de los hechos dañosos que sirven de fundamento de la acción, lo cierto es que ello no puede significar que el término de caducidad se postergue de manera indefinida, por cuanto la norma no consagra ese supuesto. Es decir, la disposición no establece que el cómputo de la caducidad debe iniciarse en el momento en que el daño se concreta por completo, sino que por el contrario, determina que el mismo debe empezar a contarse a partir del día siguiente al hecho que le sirve de basamento a la pretensión, esto es, la fecha en que acaece el suceso o fenómeno que genera el daño, de no ser así se confundiría  aquél con las secuelas o efectos del mismo. Ahora bien, el término en mención encuentra un periodo de suspensión que se concreta al momento de la presentación de la solicitud de conciliación prejudicial, la cual es de obligatorio agotamiento en virtud de lo dispuesto en el artículo 13 de la ley 1285 de 2009. Y en lo que a los efectos de esa solicitud atañe, el artículo 21 de la ley 640 de 2001, precisa que el término de caducidad de las acciones que en materia contencioso administrativa, admiten el mecanismo alternativo de solución de conflictos de la conciliación, puede ser suspendido, por una sola vez, hasta que se arribe a cualquiera de los supuestos que se presentan a continuación, sin que en ningún caso pueda superar dicha situación el plazo de 3 meses, según lo que acaezca primero (…) la solicitud de conciliación suspende el término de caducidad hasta el momento en que se logre el acuerdo, éste se registre, si así lo ordena la ley, se expidan las constancias previstas en el artículo segundo o se cumpla el plazo de tres meses, después de presentada la solicitud, sin que se celebre la audiencia. La norma no amplía el término de caducidad, simplemente está dando un límite de duración para que la conciliación se surta en el menor tiempo posible. NOTA DE RELATORIA: Sobre el tema consultar sentencias de: 11 de mayo de 2000 exp. 12200; 10 de noviembre de 2000 exp. 18805; 10 de abril de 1997 exp. 10954, y de 3 de agosto de 2006, exp. 32537. En el mismo sentido ver autos de 3 de agosto de 2006, exp. 32537 y de 7 de febrero de 2007, exp. 32215. 

FUENTE FORMAL: LEY 640 DE 2001 - ARTICULO 21 / LEY 1285 DE 2009 - ARTICULO 13 / LEY 1437 DE 2011 CPACA - ARTICULO 164.2.i
SUSPENSION DE LA CADUCIDAD DE LA ACCION - El acaecimiento de paro judicial no es causal de suspensión de términos judiciales / COMPUTO DE LA CADUCIDAD DE LA ACCION CONTRACTUAL - Cómputo de meses conforme al calendario / VECIMIENTO DEL TERMINO DE CADUCIDAD DURANTE PARO JUDICIAL - El término se corre hasta el primer día hábil siguiente / CADUCIDAD DE LA ACCION - Configuración

Los hechos acaecieron el 28 de enero de 2011. Ahora bien, teniendo en cuenta que en ese momento feneció el hecho que marcó la génesis del daño antijurídico reclamado, en principio el demandante tenía hasta el 29 de enero de 2013 para interponer la demanda. Sin embargo, de conformidad con lo establecido respecto al régimen jurídico que regula la conciliación prejudicial, el término de caducidad se suspendió entre el 24 de septiembre de 2012, fecha en la que se presentó la solicitud de conciliación prejudicial ante la procuraduría, y el 7 de noviembre siguiente, fecha en la que se celebró la conciliación prejudicial. Sumados los 45 días de suspensión del término de caducidad, se tiene que la oportunidad de presentación feneció el 14 de marzo de 2013, y ésta se presentó el 1 de abril de esa anualidad. Ahora bien, frente al argumento del impugnante respecto a la suspensión del término de caducidad por el acaecimiento del paro judicial, se tiene que este argumento no está llamado a prosperan por cuanto ese acontecimiento no es causal de suspensión de los términos judiciales, pues ocurre,  que cuando se trata del cómputo de la caducidad de la pretensión de reparación directa, se sigue la regla del cómputo de meses, esto es conforme al calendario. De allí que, es indiferente si cesan o no las actividades de la rama judicial, salvo que, el plazo fenezca en desarrollo de la circunstancia aludida, caso en el cual el término correrá hasta el primer día hábil siguiente.  Y respecto a ello, la Sala ha reiterado esta postura en varios pronunciamientos. Así pues,  si bien, es cierto que el Paro Nacional de la Rama Judicial finalizó el 7 de diciembre de 2012, dicho cese de actividades resulta irrelevante para el cómputo de la caducidad por tratarse de un término que debe computarse en meses calendario,  por lo que la oportunidad de demandar se extendió hasta el 14 de marzo de hogaño, de lo que se colige que la demanda se interpuso por fuera del plazo establecido. NOTA DE RELATORIA: Al respecto consultar autos de: 21 de octubre de 2009, exp. 37240; 27 de mayo de 2009, exp. 36609 y de 10 de diciembre de 2009, exp. 37517
CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCION TERCERA

SUBSECCION C

Consejero ponente: ENRIQUE GIL BOTERO

Bogotá D.C., nueve (9) de septiembre de dos mil trece (2013)
Radicación número: 68001-23-33-000-2013-00341-01(47506)

Actor: LUIS JOSE ESCAMILLA MORENO

Demandado: ISAGEN S.A. E.S.P

Referencia: ACCION DE REPARACION DIRECTA

Resuelve la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra el auto del 22 de abril de la presente anualidad, proferido por el Tribunal Administrativo de Santander mediante el cual se rechazó la demanda por caducidad de la acción.

I. ANTECEDENTES

1. En escrito presentado el 1° de abril de hogaño el señor Sergio Andrés Villamil Plata y otros,  solicitaron se declarara responsable a la empresa Isagen S.A., por los daños causados con ocasión de la construcción  de los túneles para el desvío del río Sogamoso, que les imposibilitó realizar su actividad ocasional de pesca.  

2. El Tribunal Administrativo de Santander, mediante providencia del 22 de abril del año en curso, rechazó la demanda por las siguientes razones: 

“(…) En este caso el término de caducidad se suspendió por 45 días, que fue el tiempo que transcurrió desde que se solicitó la conciliación hasta que culminó dicho trámite y se expidió la respectiva constancia. Los 45 días de suspensión sumados al término de caducidad, dan como fecha límite para la presentación de la demanda el día 14 de marzo de 2013, no obstante la demandad fue presentada el 1° de abril de 2013 (fl.291), esto es, cuando ya se encontraba caducada. 

“En este sentido, cabe anotar que la caducidad implica la pérdida de oportunidad para reclamar por vía judicial los derechos que se consideren vulnerados por causa de la actividad del Estado y solo se debe proceder a su declaración cuando existan elementos de juicio que generen certeza en el juez respecto de su acaecimiento, circunstancia esta que, reitera la Sala, en el caso concreto no cabe duda, pues el término de caducidad se estructuró el 14 de marzo de 2013, y la demanda solo fue presentada ante la oficina judicial el día 1 de abril de 2013 es decir de manera extemporánea (…)”. (fl. 294 cdno. ppal.) 

3. Inconforme con la decisión, en escrito presentado el 25 de abril siguiente, la parte demandante interpuso recurso de apelación en contra del auto que rechazó la demanda por caducidad y sostuvo que el a quo no tuvo presente al momento de estudiar la caducidad, lo establecido en el hecho veintitrés del libelo demandatorio, en el que se pone de presente que entre el 11 de octubre y el 7 de diciembre de 2012, se desarrolló el paro promovido por Asonal Judicial, por lo que en ese lapso se suspendieron los términos judiciales. Teniendo que, de haberse considerado este hecho, la demanda se entendería interpuesta en término. 

4. En proveído del 23 de mayo de la presente anualidad, el Tribunal Administrativo de Santander concedió el recurso de apelación interpuesto por el demandante. 

II. CONSIDERACIONES

Corresponde definir si la negativa contenida en el auto apelado está conforme a derecho, para tal efecto se procederá a estudiar las normas que rigen la materia.

1. La Sala tiene competencia funcional para conocer del asunto porque se trata de un auto interlocutorio, proferido en primera instancia por un tribunal de la jurisdicción contencioso administrativa. 

2. La caducidad es la sanción consagrada en la ley por el no ejercicio oportuno del derecho de acción, en tanto al exceder los plazos preclusivos para acudir a la jurisdicción, se ve limitado el derecho que asiste a toda persona de solicitar que sea definido un conflicto por el aparato jurisdiccional del poder público. 

Es decir, las normas de caducidad tienen fundamento en el principio de preclusión que rige todo proceso judicial, en la medida en que el acceder a la jurisdicción encuentra un límite temporal, frente a las situaciones particulares consagradas en la norma que determina ese lapso, es decir, se establece una oportunidad, para que en uso de ella, se promuevan litigios, so pena de fenecer la misma y con ella la posibilidad de tramitar una demanda judicial y llevarla a buen término. Asimismo, se fundamenta en la seguridad jurídica que debe imperar en todo ordenamiento, en el sentido de impedir que situaciones permanezcan en el tiempo, sin que sean definidas judicialmente, tornándose en ininterrumpidas. En otros términos, el legislador establece unos plazos razonables para que las personas, en ejercicio de un medio de control y, con el fin de satisfacer una pretensión específica, acudan a la organización jurisdiccional del estado, a efectos de que el respectivo litigio o controversia sea resuelto con carácter definitivo por un juez de la república con competencia para ello. 

Así las cosas, es la propia ley la que asigna una carga
 a los asociados del conglomerado social para que, ante la materialización de un determinado hecho, actúen con diligencia en cuanto a la reclamación efectiva de los derechos reconocidos sustancialmente por las disposiciones jurídicas que de dichos supuestos fácticos se desprenden, sin que las partes puedan convenir en su desconocimiento, modificación o alteración. 

Pues bien, en relación con la caducidad de la acción de reparación directa, el literal i del numeral 2 del artículo 164 del C.P.A.C.A. establece lo siguiente: 

“Cuando se pretenda la reparación directa, la demanda deberá presentarse dentro del término de dos (2) años, contados a partir del día siguientes al de la ocurrencia de la acción u omisión causante del daño, o de cuando el demandante tuvo o debió tener conocimiento del mismo si fue en fecha posterior y siempre que pruebe la imposibilidad de haberlo conocido en la fecha de su ocurrencia. 

Sin embargo, el término para formular la pretensión de reparación directa derivada del delito de desaparición forzada, se contará a partir de la fecha en que aparezca la víctima o en su defecto desde la ejecutoria del fallo definitivo adoptado en el proceso penal, sin perjuicio de que la demanda con tal pretensión pueda intentarse desde el momento en que ocurrieron los hechos que dieron lugar a la desaparición”. 

En ese contexto, la Sala ha señalado, en reiteradas ocasiones
, que el término de caducidad de la acción de reparación directa debe contarse a partir del día siguiente a la fecha en que tuvo ocurrencia el hecho, la omisión o la operación administrativa fuente o causa del perjuicio.  

Si bien, es posible que, en específicas ocasiones, el daño se prolongue en el tiempo, con posterioridad al momento de acaecimiento de los hechos dañosos que sirven de fundamento de la acción, lo cierto es que ello no puede significar que el término de caducidad se postergue de manera indefinida, por cuanto la norma no consagra ese supuesto. Es decir, la disposición no establece que el cómputo de la caducidad debe iniciarse en el momento en que el daño se concreta por completo, sino que por el contrario, determina que el mismo debe empezar a contarse a partir del día siguiente al hecho que le sirve de basamento a la pretensión, esto es, la fecha en que acaece el suceso o fenómeno que genera el daño, de no ser así se confundiría  aquél con las secuelas o efectos del mismo.

4. Ahora bien, el término en mención encuentra un periodo de suspensión que se concreta al momento de la presentación de la solicitud de conciliación prejudicial, la cual es de obligatorio agotamiento en virtud de lo dispuesto en el artículo 13 de la ley 1285 de 2009
. Y en lo que a los efectos de esa solicitud atañe, el artículo 21 de la ley 640 de 2001, precisa que el término de caducidad de las acciones que en materia contencioso administrativa, admiten el mecanismo alternativo de solución de conflictos de la conciliación, puede ser suspendido, por una sola vez, hasta que se arribe a cualquiera de los supuestos que se presentan a continuación, sin que en ningún caso pueda superar dicha situación el plazo de 3 meses, según lo que acaezca primero; en efecto, la citada disposición establece: 

“La presentación de la solicitud de conciliación extrajudicial en derecho ante el conciliador suspende el término de prescripción o caducidad, según el caso, hasta que se logre el acuerdo conciliatorio o hasta que el acta de conciliación se haya registrado en los casos en que este trámite sea exigido por la ley o hasta que se expidan las constancias a que se refiere el artículo 2º de la presente ley o hasta que se venza el término de tres (3) meses a que se refiere el artículo anterior, lo que ocurra primero. Esta suspensión operará por una sola vez y será improrrogable.” (Subrayas nuestras). 

Conforme a la normativa transcrita, la solicitud de conciliación suspende el término de caducidad hasta el momento en que se logre el acuerdo, éste se registre, si así lo ordena la ley, se expidan las constancias previstas en el artículo segundo
 o se cumpla el plazo de tres meses, después de presentada la solicitud, sin que se celebre la audiencia. La norma no amplía el término de caducidad, simplemente está dando un límite de duración para que la conciliación se surta en el menor tiempo posible.

5. En el caso sub examine, la Sala considera que le asiste razón al Tribunal Administrativo de Santander al declarar la caducidad de la acción y proceder a su rechazo. 

Como se desprende del líbelo demandatorio, los hechos acaecieron el 28 de enero de 2011. Ahora bien, teniendo en cuenta que en ese momento feneció el hecho que marcó la génesis del daño antijurídico reclamado, en principio el demandante tenía hasta el 29 de enero de 2013 para interponer la demanda. 

Sin embargo, de conformidad con lo establecido respecto al régimen jurídico que regula la conciliación prejudicial, el término de caducidad se suspendió entre el 24 de septiembre de 2012, fecha en la que se presentó la solicitud de conciliación prejudicial ante la procuraduría, y el 7 de noviembre siguiente, fecha en la que se celebró la conciliación prejudicial. Sumados los 45 días de suspensión del término de caducidad, se tiene que la oportunidad de presentación feneció el 14 de marzo de 2013, y ésta se presentó el 1 de abril de esa anualidad. 

Ahora bien, frente al argumento del impugnante respecto a la suspensión del término de caducidad por el acaecimiento del paro judicial, se tiene que este argumento no está llamado a prosperan por cuanto ese acontecimiento no es causal de suspensión de los términos judiciales, pues ocurre,  que cuando se trata del cómputo de la caducidad de la pretensión de reparación directa, se sigue la regla del cómputo de meses, esto es conforme al calendario
. De allí que, es indiferente si cesan o no las actividades de la rama judicial, salvo que, el plazo fenezca en desarrollo de la circunstancia aludida, caso en el cual el término correrá hasta el primer día hábil siguiente.  Y respecto a ello, la Sala ha reiterado esta postura en varios pronunciamientos
. 

Así pues,  si bien, es cierto que el Paro Nacional de la Rama Judicial finalizó el 7 de diciembre de 2012, dicho cese de actividades resulta irrelevante para el cómputo de la caducidad por tratarse de un término que debe computarse en meses calendario,  por lo que la oportunidad de demandar se extendió hasta el 14 de marzo de hogaño, de lo que se colige que la demanda se interpuso por fuera del plazo establecido. 
Por lo anterior, considera la Sala, que le asistió la razón al a quo al declarar la caducidad de la acción, y en consecuencia se confirmará el proveído impugnado.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, 

RESUELVE:
Primero. Confirmase el auto proferido por el Tribunal Administrativo de Santander el 22 de abril del presente año, mediante el cual se rechazó la demanda por caducidad de la acción.

Segundo. Segundo. Por Secretaría, devuélvase el expediente Tribunal de origen para lo de su cargo. 
Cópiese, notifíquese y cúmplase 
ENRIQUE GIL BOTERO              OLGA MÉLIDA VALLE DE DE LA    









HOZ

JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA

Presidente

NMPB/2+4c

� “(…) durante la marcha del proceso son innumerables las ocasiones en que corresponde a la parte ejercitar determinado acto, cuya omisión le traerá la pérdida de una oportunidad procesal; es lo que se denomina cargas procesales.” DEVIS Echandía, Hernando “Teoría General del Proceso”, Ed. Universidad Editores, Buenos Aires, Pág. 44. 


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencias de: 11 de mayo de 2000 exp. 12200; 10 de noviembre de 2000 exp. 18805; 10 de abril de 1997 exp. 10954, y de 3 de agosto de 2006, exp. 32537. Autos de: 3 de agosto de 2006, exp. 32537; 7 de febrero de 2007, exp. 32215. 


� Ley 1285 de 2009. Artículo 13.  Apruébase como artículo nuevo de la � HYPERLINK "http://www.lexbase.biz/lexbase/normas/leyes/1996/L0270de1996.htm" \o "Haga clic para abrir TODA la Ley 270 de 1996" �Ley 270 de 1996� el siguiente:





“Artículo 42A. Conciliación judicial y extrajudicial en materia contencioso-administrativa. A partir de la vigencia de esta ley, cuando los asuntos sean conciliables, siempre constituirá requisito de procedibilidad de las acciones previstas en los artículos 85, 86 y 87 del Código Contencioso Administrativo o en las normas que lo sustituyan, el adelantamiento del trámite de la conciliación extrajudicial. 





� “ARTICULO 2o. CONSTANCIAS. El conciliador expedirá constancia al interesado en la que se indicará la fecha de presentación de la solicitud y la fecha en que se celebró la audiencia o debió celebrarse, y se expresará sucintamente el asunto objeto de conciliación, en cualquiera de los siguientes eventos: 


“1. Cuando se efectúe la audiencia de conciliación sin que se logre acuerdo. 


“2. Cuando las partes o una de ellas no comparezca a la audiencia. En este evento deberán indicarse expresamente las excusas presentadas por la inasistencia si las hubiere. 


“3. Cuando se presente una solicitud para la celebración de una audiencia de conciliación, y el asunto de que se trate no sea conciliable de conformidad con la ley. En este evento la constancia deberá expedirse dentro de los 10 días calendario siguientes a la presentación de la solicitud. 


“En todo caso, junto con la constancia se devolverán los documentos aportados por los interesados. Los funcionarios públicos facultados para conciliar conservarán las copias de las constancias que expidan y los conciliadores de los centros de conciliación deberán remitirlas al centro de conciliación para su archivo.”





� Artículo 121 C.P.C: Términos de días, meses y años. En los términos de días no se tomarán en cuenta los de la vacancia judicial, ni aquellos en que por cualquier circunstancia permanezca cerrado el despacho. 


“Los términos de meses y de años se contarán conforme al calendario”. 





� Esta posición ha sido establecida en varios pronunciamientos de la Sección Tercera del Consejo de Estado, entre otros: Auto del 21 de octubre de 2009, expediente 37.240, auto del 27 de mayo de 2009, expediente 36.609 y auto del 10 de diciembre de 2009, expediente 37.517.





[image: image1.png]